CNCiv., Sala H, 08/06/2009

Salazar Bernard, Ramón c. Rego, Haydee s/daños y perjuicios 

En Buenos Aires, a los 8 días del mes de junio de 2009, hallándose reunidos los señores Jueces integrantes de la Sala H de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, a los efectos de dictar sentencia en los autos caratulados “Salazar Bernard Ramón c/Rego Haydee s/daños y perjuicios” y habiendo acordado seguir en la deliberación y voto el orden de sorteo de estudio,

El Dr. Mayo dijo:

I) Apela el actor contra la sentencia de fs. 209/212 que rechazó la demanda promovida contra Haydee Rego y el Consorcio de Propietarios de la calle Simbad El Marino 160 de Pinamar Pcia. de Bs. As. y expresa agravios a fs. 224/225 que fueron contestados a fs. 227/229 y 230/232.

A fs. 233 se ordenó la elevación de los autos al Acuerdo de Sala, providencia que a la fecha se encuentra firme.

II) Se agravia el actor por el rechazo de la demanda. En su queja señala que tal como surge de autos el accionante inició las tareas encomendadas por la administradora del consorcio, a cuyo fin se trasladó a Pinamar con su personal y materiales de trabajo. Dice que quedó demostrado que habiendo percibido sólo $ 700 de anticipo cumplió de buena fe con las pautas del contrato, que inició los trabajos prometidos tanto en materia de lavado como de pintura de muros. Sin embargo el juez de grado hace caer la responsabilidad y culpa en el actor por haber empezado las obras sin previo cobro del anticipo pactado.

Sostiene que el accionante inició los trabajos con el beneplácito de la administración y que no pudo permanecer con sólo $ 700. Alega que no es verdad que hiciera el trabajo de manera deficiente y que la rotura de la hidrolavadora no fue óbice para continuar con la tarea mientras se esperaba la llegada de otra nueva.

Que la imposibilidad de continuar con la obra se debió sólo al incumplimiento del consorcio que hizo tres pagos parciales ($ 600, $ 100 y $ 400) cuando se había pactado un anticipo de $ 2.400.

Por ello manifiesta que la carta documento que remitió a la parte demandada notificando la rescisión del contrato se encuentra suficientemente justificada, no así la respuesta de la administración quien alegó abandono de la obra.

Cita los arts. 1197 y 1198 del Código Civil, aduce que la conducta negligente de la demandada causó una lesión directa al actor, cuantificable e indemnizable y pide que se revoque la sentencia, se haga lugar al reclamo de los daños formulado.

III) Así planteada la queja, y luego de una detenida lectura de la causa, adelanto que habrá de ser desestimada.

 En primer lugar debo señalar que el sentenciante, en criterio que comparto y que además no ha sido objeto de agravios, ha desestimado el valor probatorio de la declaración testimonial brindada por Gloria Liliana Mariaschin, no existiendo ninguna otra prueba útil aportada por el reclamante. 

Tampoco el sentenciante sostuvo que el actor continuó con la tarea encomendada “hasta que pudo” sino que esto fue referido por la testigo recién mencionada. 

Lo cierto es que el Magistrado consideró que la gestión del Sr. Salazar fue deficiente quedando su labor comprendida dentro de lo que se denomina mala ejecución o abandono de la obra y le imputó el incumplimiento contractual verificado en autos. 

No encuentro en los agravios argumento de valor que desvirtúe las conclusiones del Juez “a quo” más allá de las manifestaciones disconformes que vierte el apelante, manifestaciones unilaterales que carecen de respaldo probatorio. 

Conforme surge del expediente, el accionante viajó a la ciudad de Pinamar el día 27/11/02 a las 23.00 horas y retornó de ella el 04/12/02 a las 00.10 horas (conforme boletos acompañados con la demanda). Es decir que permaneció en dicha localidad por sólo seis días y el 08/12/02 envió a su contraria una carta documento por la que le comunicaba que consideraba resuelto el contrato suscripto el 23/11/02 (fs. 3/4). 

Del contrato de locación suscripto entre las partes y su anexo (presupuesto 304) surge que aquéllas habían pactado entre las diferentes tareas a realizar la de lavar la mampostería exterior del edificio con hidrolavadora, además se detallaron los elementos a utilizar y se consignó como personal a emplear un oficial pintor, un medio oficial ayudante y un director de obra. 

Ha quedado probado que Salazar comenzó la obra con un solo empleado y que el mismo día que la inició se rompió la hidrolavadora y que ésta no era la adecuada a la magnitud de la tarea a realizar (ver declaración de fs. 134). Por el contrario no se probó por medio idóneo que el accionante hubiera solicitado el envío de una nueva. 

Tampoco es exacto lo sostenido en la queja acerca de que “el pintor que lo reemplazó encontró varias paredes lavadas y hasta una pintada”. El testigo de fs. 136 refirió que “había una pared chica que estaba pintada, medía unos 7 metros de largo x 5 metros de ancho, pero hay que tener en cuenta que el edificio tiene unas 20 caras aproximadamente. Para hacer el trabajo de esa pared demandaría de tiempo un día y medio exagerando” (sic). Cabe destacar en este sentido que el “a quo” consideró que el actor había trabajado en la obra hasta el día 01/12/02, aspecto de la sentencia que no mereció crítica alguna, por lo que se encuentra firme. 

Es de señalar, asimismo, que el Juzgador valoró también que el 06/12/02 la tarea encomendada al actor y no concluida por éste fue iniciada por otra empresa a quien se le abonó un total de $ 4.690, siendo el primer pago del 06/12/02 por la suma de $ 1.200. Consideró que sumado al importe percibido por el accionante se alcanzaba el valor oportunamente pactado como pago por las tareas encargadas. En razón de ello dijo tener la certeza de que el incumplimiento en el pago del anticipo no fue una cuestión de falta de fondos sino que se motivó en la falta de evolución de la obra. No encuentro crítica adecuada en la queja a este aspecto del decisorio. 

Por otra parte cabe contemplar –tal como lo remarcó el Sr. Juez “a quo”– que el actor comenzó su trabajo antes de haber recibido el total del anticipo pactado. 

Si se tiene en cuenta que el accionante incumplió la tarea encomendada, pues no contaba con la cantidad de personal pactado como tampoco con el material adecuado a la obra que había encarado, se advierte que no se encontraba facultado para resolver el contrato como pretendió hacerlo por vía extrajudicial. 

Al contrario, para tener expedita la posibilidad de resolver debió previamente intimar al cumplimiento de conformidad con lo establecido por el art. 1204 del Código Civil, norma sobre la que funda su pretensión. 

Cabe recordar que uno de los requisitos de procedencia del pacto comisorio tácito (común al pacto comisorio expreso) es que la opción de resolver corresponde sólo a la parte cumplidora: “el artículo 1203 dice que el contrato sólo podrá resolverse por la parte no culpable, disposición aplicable también para el caso del pacto comisorio tácito. La facultad de resolver, como es lógico se confiere a quien ejecutó o estuvo dispuesto a cumplir las obligaciones a su cargo y nunca para operar a favor de la parte culpable” (conf. “Código Civil y leyes complementarias comentado, anotado y concordado”, dirección Belluscio, coordinador Zannoni, ed. Astrea, Bs. As., 1984, tomo 5, pág. 984).

Es de destacar que el actor no ha probado que su incumplimiento tuviere causa en el incumplimiento de la contraria, tratándose lo expuesto de una mera manifestación suya sin respaldo probatorio. 

Salazar no intimó al cumplimiento en un plazo razonable (art. 1204, CC). No cumplió la prestación prometida ni ofreció hacerlo. La decisión de resolver el acuerdo comunicado mediante carta documento aparece así apresurada y no ajustada a derecho.

Por estos motivos y los restantes expresados en la instancia de grado –que no fueron rebatidos eficazmente por el apelante– considero que la sentencia debe ser confirmada.

Las costas de alzada deben imponerse al accionante que resulta vencido (art. 68 del CPCC).

Así lo voto.

Los Dres. Jorge A. Giardulli y Claudio M. Kiper, por las consideraciones expuestas por el Dr. Mayo, adhieren al voto que antecede. 

Buenos Aires, 8 de junio de 2009.

Y Visto, lo deliberado y conclusiones establecidas en el acuerdo transcripto precedentemente, por unanimidad de votos, el Tribunal decide: confirmar la sentencia apelada en todo lo que decide y fue materia de agravios, con costas de alzada a cargo del accionante (art. 68, CPCC).

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase. – Jorge A. Mayo. – Jorge A. Giardulli. – Claudio M. Kiper.

